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CAPÍTULO XXII. LA INHABILITACIÓN1

1. Noción
La inhabilitación se traduce en la limitación o restricción por vía judicial de 
la capacidad negocial y procesal en razón de una afección mental leve o de 
prodigalidad2. Se aprecia de la noción anterior que la figura procede en vir-
tud de sentencia o decisión judicial pues la única inhabilitación que subsiste 
dada la derogatoria de la inhabilitación legal3, es la inhabilitación judicial, 
por lo que al aludir simplemente a “inhabilitación” se sobreentiende que 
es la declarada por un Juez. Se traduce en una incapacitación relativa toda 
vez que se trata de incapacidad parcial que procede por sentencia; el sujeto 
si bien no es un incapaz absoluto como el entredicho judicial precisa de la 
asistencia del curador para completar su capacidad. Responde a la necesidad 
de protección del individuo aunque se trate de una causa no tan grave como 
la que propicia la incapacitación absoluta o interdicción judicial. En nuestro 
Derecho vigente la inhabilitación sólo procede por decisión judicial previo 
procedimiento de incapacitación.

2. Causas
Las causas taxativas de la inhabilitación se indican en el artículo 409 del 
CC4: “ El débil de entendimiento cuyo estado no sea tan grave que dé lugar 

1 	 Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 413-453 (también en Domínguez Guillén, El procedimiento 
de incapacitación…, pp. 259-401); Caldera G., Nelson E.: Inhabilitación. En: LEX. Revista del Cole-
gio de Abogados del Estado Zulia. Nº 213, Maracaibo, enero-marzo 1994, pp. 107-117; Binstock, 
La Protección Civil del Enfermo Mental...; Grimaldi de Caldera, Elvira y Graciela Bilbao de Romer, 
ob. cit., pp. 45-85 (también en: http://servicio.cid.uc.edu.ve/derecho/revista/52/52-3.pdf ); Parra 
Aranguren, Gonzalo: La Interdicción y la Inhabilitación en el Derecho Internacional Privado…; 
Domínguez Guillén, Diferencia entre inhabilitación y emancipación…pp. 13-25; Mattera, Marta del 
Rosario y Gustavo Eduardo Noya: Los Inhabilitados. En: La persona humana. Buenos Aires, La Ley 
S.A., 2001, pp. 227-247; Tobías, José W.: La Inhabilitación en el Derecho Civil. Buenos Aires, edit. 
Astrea, 2ª edic., 1992; Ghirardi, Juan Carlos: Inhabilitación Judicial. Buenos Aires, edit. Astrea, 2ª 
edic., 1.991; Giunta, ob. cit.; Martorello, ob. cit.; Aguilar Gorrondona, Derecho…, 2010, pp. 385-391; 
Hung Vaillant, Derecho…, pp. 423-434; Graterón Garrido, ob. cit., pp. 312-317; La Roche, ob. cit., 
pp. 223-228; Marín Echeverría, ob. cit., pp. 199-205; Rodríguez, ob. cit., pp. 410-413; Calvo Baca, 
ob. cit., pp. 103 y 104; Poles de Graciotti y otros, ob. cit., pp. 355-363.

2 	 Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Ju-
dicial del Estado Monagas, Sent. 20-10-08, Exp. 12.443, http://vargas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
octubre/1698-20-12443-.html “...desde el punto de vista doctrinario la Inhabilitación (civil) consiste 
en una privación limitada de la capacidad negocial en razón de un defecto intelectual que no sea 
tan grave como para originar la interdicción o en razón de prodigalidad” (del mismo tribunal: 
Sent. 19-6-07, Exp. 45.594-06, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/221-19-45594-.html).

3 	 Véase infra XXII.7.
4 	 Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y Tránsito del Primer 

Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Sent.. 10-510, Exp. FP02-S-2009-000604  
http://cfr.tsj.gov.ve/decisiones/2010/mayo/2177-20-FP02-S-2009-000604-PJ0192010000267.html 
“La petición que hace una persona para que se le declare incapaz y se le nombre un curador con 
la sola finalidad de poder acceder a un beneficio previsto en la Ley Orgánica del Sistema de la 
Seguridad Social, Ley del Seguro Social u otra afín es contraria a lo dispuesto en el artículo 409 
del Código Civil que prevé como presupuesto para que una persona sea declarada inhábil que 
esté aquejada de una debilidad de entendimiento cuyo estado no sea tan grave que dé lugar a la 
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a la interdicción, y el pródigo, podrán ser declarados por el Juez de Primera 
Instancia inhábiles...”5. 

2.1. Afección mental leve (debilidad de entendimiento)6: Una de las causas 
de la inhabilitación es la existencia de una afección intelectual o mental leve, 
esto es, que no sea tan grave que origine la interdicción. Se incluye en la ex-
presión (que no se presenta despectiva), una amplia gama de discapacidades 
o afecciones mentales que aunque impliquen cierto discernimiento precisen 
un régimen de protección relativo. Se trata de sujetos cuyas facultades no se 
han desarrollado normalmente o que se han deteriorado, pero que conservan 
aunque disminuido, el uso de su razón.7 Dicha afección – al igual que acontece 
en la interdicción judicial8- debe ser habitual y actual, pues la incapacitación 
aunque relativa en un régimen de protección a futuro. Las afecciones pasajeras 
ya sean graves o leves solo pueden propiciar según indicamos la impugnación 
de un acto en concreto por falta de consentimiento en el acto de que se trate.

2.2. Prodigalidad9 

2.2.1. Noción10: La palabra pródigo alude a la idea de disipador o derrocha-
dor; en sentido jurídico la prodigalidad es la conducta del sujeto que gasta 

interdicción o sea pródiga. La declaración de incapacidad con miras a gozar de una pensión propia 
del sistema de seguridad social debe tramitarse en conformidad con lo previsto en el artículo 7 de 
la Ley para las Personas con Discapacidad careciendo los Tribunales de jurisdicción para acordar 
tal incapacidad”.

  5 	La norma se introduce a través del art. 376 del CC de 1873, el cual a su vez se inspiró en el art. 
339 del CC italiano de 1865. La norma posteriormente se repite en los siguientes CC: (1880: art. 
382; 1896, art. 388; 1904, art. 394; 1916, art. 338; 1922, art. 338; 1942, 409).

  6 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 413-416; Binstock, La protección civil…, pp. 28-30; Juzgado 
Superior Segundo en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, Bancario y de Protección del Niño y del 
Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 21-2-11, http://jca.tsj.gov.ve/
decisiones/2011/febrero/1321-21-6289-12.html. 

  7 	Ghirardi, Juan Carlos: Inhabilitación Judicial. Buenos Aires, edit. Astrea, 2ª edic., 1991, p. 46; 
Mattera y Noya, ob. cit., p. 234, configurando tal afección un estado permanente sin que exista 
una pérdida total de la razón; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y 
del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Mérida, Sent. 29-610; http://cfr.tsj.gov.ve/
decisiones/2010/junio/962-29-9687-.html “la debilidad de entendimiento consiste en una anorma-
lidad síquica limitada de la capacidad mental, que puede alcanzar diversidad de formas y grados, 
pero sin llegar a la pérdida total de la razón” (en el mismo sentido: Juzgado Segundo de Primera 
Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua. Maracay, Sent. 
19-6-07, Exp. 45.594-06, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/221-19-45594-.html). 

  8 	Véase supra XXI1.1.
  9 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 416-441; Ogayar y Ayllon, Tomás. La Prodigalidad como 

causa modificativa de la capacidad de obrar. En: Estudios de Derecho Civil en honor al profesor 
Castán Tobeñas. Pamplona, Ediciones de la Universidad de Navarra S.A., 1969, Vol. I, pp. 229 
y ss.; Fernández Martin-Granizo, Mariano: La Prodigalidad en la Ley 13/1983 de 24 de Octubre. 
En: Documentación Jurídica. Monográfico dedicado a la Reforma del Código Civil en materia de 
Tutela. Madrid, Ministerio de Justicia, T. XI, Nº 41, enero-marzo 1.984, pp. 36-73; Méndez, Rosa 
M. y A. Esther Vilalta: Proceso de incapacitación y prodigalidad. Barcelona, Bosch, 2ª edic., 2001; 
Carrión Olmos, Salvador: La prodigalidad. Valencia, Tirant lo Blanch, “Colección Privado” 87, 
2007; Caldera G., ob. cit., p. 108.

10 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 416-418; Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo 
Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua. Maracay, Sent. 19-6-07, Exp. 
45.594-06, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2007/junio/221-19-45594-.html  “por pródigo se entiende 
en la acepción más lata del vocablo la persona que malgasta o disipa sus bienes, sin orden ni 
razón”.
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su patrimonio en una forma desproporcionada, injustificada y habitual. En 
nuestro ordenamiento se configura como una causa que puede propiciar la 
incapacitación relativa.

La figura era conocida en el Derecho Romano11 aunque se reseña que bajo 
la modalidad de una incapacidad absoluta porque se asimilaba al demente12. 
Se aprecia desde nuestro primer CC de 1862 aunque la norma actual data del 
CC de 1873 inspirada en el texto italiano de 186513.

La doctrina distingue que existen dos teorías sobre la prodigalidad14: La 
subjetiva que equipara al pródigo con el demente, afecta la razón y se mani-
fiesta por una manía de gastar15 y la objetiva que la entiende como el hecho 
de disipar la fortuna en un grado que expone al individuo a la miseria16. Esta 
última prescinde de consideraciones médicas y a los sumo aprecia en el pró-
digo un problema de orden moral17. Más propiamente desde una perspectiva 
11 	Véase: Bernal Gómez, Beatriz: La curatela del pródigo en el Derecho Romano. http://www.juridicas.

unam.mx/publica/librev/rev/boletin/cont/.../art1.pdf. 
12 	Véase: Castán Tobeñas, ob. cit., p. 219; Granadillo, Víctor Luis: Tratado Elemental de Derecho Civil 

Venezolano. Caracas, edit. Avila Gráfica, 1951, T. II, p. 311.
13 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 419 y 420.
14 	Binstock, La protección civil…, pp. 34 y 35.
15 	Véase: Ogáyar y Ayllón, ob. cit., pp. 256 y 257, al dejarse dominar éste por la manía de gastar, 

no cabe duda de que su personalidad es psíquicamente anormal. Por eso, los tratadistas de psi-
quiatría forense incluyen a la prodigalidad entre los distintos grupos de enfermedades mentales: 
la considera como una manifestación de la psicopatía... El pródigo, para la ciencia psiquiátrica 
actual, es por lo menos un anómalo mental; Montarcé Lastrá, Antonio: La Incapacidad Civil de 
los Alienados. Buenos Aires, s/e, 1929, p. 64, lo ubica entre los débiles mentales; Rojas, Nerio: 
Medicina Legal. Argentina, Librería el Ateneo Editorial, 12 edic., 2ª reimpresión, 1.984, pp. 365 y 
366; Schizzerotto, ob. cit., p. 46, El individuo en posesión de su facultad mental no puede ser un 
pródigo...., se presenta como una verdadera y propia psicopatía o psicosis maníaca; Marín Eche-
verría, ob. cit., pp. 201 y 202, “... los pródigos al igual que los débiles de entendimiento forman 
parte del grupo de oligofrénicos que la Organización Mundial de la Salud llama <<Deficiencia 
Ligera>> y la Psicometría “Debilidad Mental”, al definir al pródigo indica que es aquella persona 
que afecta de debilidad mental, desperdicia y consume su hacienda en gastos inútiles y vanos; 
Borjas, ob. cit., pp. 220 y 221, verdaderos monomaniacos de la dilapidación.

16 	Véase autores citados en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 427-431. En la doctrina nacional se 
cita a: Binstock, La protección civil…, p. 31, en todo caso en la apreciación de la prodigalidad se 
prescinde de consideraciones médicas y sólo se toma en cuenta como medida la idea de manera 
de vivir razonable; La Roche, ob. cit., p. 225, estamos frente a un factor que no tiene porque ser 
intelectual, que incide sobre el sujeto dilapidando su fortuna.

17 	Véase: Aramburo, ob. cit., pp. 177-179, “en rigor, la prodigalidad no es otra cosa que un trastorno 
sufrido por las facultades apetitivas, causa de profunda perturbación en el orden moral. Es el 
desequilibrio producido por el predominio de la pasión, a cuyos impulsos se mueve la voluntad 
contraviniendo y quebrantando las leyes éticas. Puede por sí sola constituir un estado pasional, 
aunque en este caso será efecto de la vanidad o del orgullo, y siempre podrá decirse con verdad 
que el resultado de un apetito inmoderado y vehemente; pero jamás será ocasionada o producida 
por lesiones cerebrales, porque entonces, despojado el hombre de su carácter esencialísimo, la 
libertad, sus actos se presentan como indiferentes a los ojos de la moral y no requieren ninguna 
represión por su carácter, sino por sus resultados y consecuencias... El pródigo conserva útiles y en 
perfecta normalidad sus facultades intelectuales…El que dilapida su fortuna para proporcionarse 
placeres, lo mismo que el que derrocha cuantiosos caudales para satisfacer su vanidad y adquirir 
la consideración de espléndido y desprendido, tiene su razón sana y discurre con lucidez. Lo que 
sucede es que se equivocan al juzgar la naturaleza del fin humano, y sacrifican cuanto pueden 
en aras del fin torcido que persiguen... Que hay cierta semejanza entre la prodigalidad y la en-
fermedad es indudable; pero no pasa de los efectos de una y otra... la prodigalidad al ser un uso 
desordenado de los medios materiales implica desobedecer los dictámenes de la razón lo cual lo 
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filosófica se afirma que por ser una conducta anormal se corresponde con la 
idea de “vicio” 18. El Legislador atiende al efecto práctico de la conducta: tanto 
el pródigo como el demente pueden llegar a un mismo resultado, es decir, a 
la disipación del patrimonio19.

Lo importante será atender al elemento “objetivo” de la dilapidación, y a la 
prueba de la misma, razón por la cual dentro del proceso de incapacitación 
relativa por prodigalidad no es relevante la experticia médica sino la efecti-
va prueba de la dilapidación; de nada servirá un dictamen médico si no se 
logran acreditar los respectivos gastos20. Si la ley venezolana considerase al 
pródigo como un débil mental no lo hubiese indicado en forma autónoma 
en el art. 409 del CC, luego de enunciar a éste último. Cuando esa pasión por 
el gasto proviene de una verdadera enfermedad mental, debemos entonces 
reconsiderar la causa21.

coloca en una situación análoga al que carece de esta facultad. De aquí que las restricciones im-
puestas por la ley a la capacidad del pródigo sean semejantes a las del que padece de demencia...”: 
Calaza López, Sonia: El proceso de prodigalidad: una nueva concepción como reto de la justicia 
civil ante la sociedad globalizada, p. 232, http://ruc.udc.es/dspace/bitstream/handle/2183/9197/
comunicacions_03_Calaza_Lopez_319-336.pdf?sequence=1 el origen patológico o no, no añaden 
nada a la prodigalidad si no devienen en su ámbito económico o patrimonial.

18 	Véase: Millán-Puelles, Antonio: Léxico Filosófico. Madrid, Ediciones Rialp S.A., 1984, p. 601, se 
refiere a las virtudes y a los vicios que “entre el vicio de la prodigalidad y el vicio de la avaricia 
está la virtud de la liberalidad; entre la temeridad y la cobardía, que coinciden en ser vicios, está 
como una virtud, la valentía o valor”; Aristóteles: Moral a Nicómaco, Libro cuarto, capítulo primero 
(Patricio de Azcárate/Obras filósoficas de Aristóteles/ 1873-1875), http://www.filosofia.org/cla/
ari/azc01089.htm “la prodigalidad y la avaricia son excesos y defectos en lo que concierne a las 
riquezas… El verdaderamente pródigo sólo tiene un vicio completamente especial, el de disipar 
su fortuna. El pródigo, como lo indica la etimología misma del término en la lengua griega, es 
el que se arruina por su gusto. La disipación insensata de sus propios bienes es una especie de 
destrucción de sí mismo; puesto que sólo se vive con lo que se tiene… La avaricia, por lo demás, 
es más natural al hombre que la prodigalidad, porque los más preferimos conservar nuestros 
bienes a darlos. Este vicio puede alcanzar una intensidad extrema… hemos opuesto con mucha 
razón la avaricia a la liberalidad, como su contraria; porque, repito, la avaricia es un vicio más 
reprensible que la prodigalidad”; Schizzerotto, ob. cit., p. 22, quien siguiendo a Ricci, indica: Pue-
de concluirse que una cosa es el vicio y otra la enfermedad de la mente. El primero en efecto es 
una depravación de la voluntad que consiste en una pésima dirección a las propias acciones. Los 
vicios son las pasiones desenfrenadas, violentas y brutales que conducen al individuo a la ruina, 
pero que no lo privan de la razón. Así la prodigalidad y la avaricia, son vicios. Sobre la avaricia, 
véase: Domínguez Guillén: La avaricia: su proyección jurídica y económica. En: Revista de Derecho 
N° 8. Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2003, pp. 451-476. Véase asociándola a la “adición”: 
Carrión Olmos, Salvador: Prodigalidad y adicciones. Revista española de drogodependencias Vol. 
35, Nº 2, 2010, pp. 237-256, http://www.aesed.com/descargas/revistas/v35n2_10.pdf. 

19 	Véase: Duque Sánchez, ob. cit., p. 386.
20 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 431 y 432; Mattera y Noya, ob. cit., p. 241; Cobo Planas, 

ob. cit., p. 68, cita sentencia de la Audiencia Provincial de Palencia del 26-7-93, no consta en autos 
que se dedique a despilfarrar y dilapidar sus bienes pues tal dato solo consta manifestado en el 
informe médico, sin ninguna base que lo avale o justifique.

21 	Boggio, Giuseppe: Dell Persone Fisiche Incapaci. Torino, Unione Tipografico Editrice, 1988, Vol. 
I, p. 311; Ghirardi, ob. cit., p. 65, puede hablarse de una prodigalidad esencial que experimenta 
una persona perfectamente normal y sana desde el punto de vista médico y de una prodigalidad 
sintomática, expresión de una indudable enfermedad mental con desórdenes de conducta. Esta 
última es la que entraña debilidad mental, no así la esencial; Nerio Rojas, ob. cit., p. 66, no todos 
los pródigos son débiles mentales y viceversa. Jurídicamente tales clasificaciones carecen de 
relevancia.
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2.2.2. Justificación22

En otros ordenamientos en atención a la libre disposición del propietario no 
se configura como causa restrictiva de la capacidad de obrar23. Nuestro orde-
namiento se ubica entre aquellos que consideran la conducta como una causa 
que probada judicialmente limita la capacidad de obrar, tanto en protección 
del propio pródigo como de terceros. Otras legislaciones atienden funda-
mentalmente a la protección patrimonial de la familia del pródigo lo que se 
proyecta en la legitimación activa del procedimiento para aquellos familiares 
con derecho a alimentos (España y Argentina)24. Situación acertadamente 
criticada porque la incapacitación supera el interés de terceros y precisa la 
protección del principal afectado o interesado que merece una protección por 
sí mismo25 porque su conducta se revertirá en su contra, llegándose incluso a 
sostener que el propio Estado tendría interés en que el sujeto no se convierta 
en una carga para él lo que se evidencia a través de la legitimación del Síndico 
o Ministerio Público. Se advierte que la propiedad tiene también una función 
social, porque si todo sujeto tuviera lo necesario para vivir con decoro, no 
sería justo que se perturbe dicho orden con una exagerada dilapidación26. Debe 
admitirse un interés mixto del principal afectado (el pródigo), de sus parientes 
y de la sociedad porque el pródigo será una carga para ella27.

2.2.3. Condiciones28

La prodigalidad a los efectos de la incapacitación precisa de la prueba de gastos 
desproporcionados, injustificados y habituales.

Los gastos son desproporcionados29 cuando no se corresponden con el cau-
dal patrimonial del sujeto; de tal suerte que gastos exagerados para terceros 
pueden no serlo para el interesado si son consecuentes o proporcionados 
con su patrimonio. Algunos señalan que no deben afectar al capital pero 
ello dependerá de las circunstancias. En todo caso la inflación que afecta al 
venezolano permite justificar la desproporción pues generalmente se termina 
gastando más de lo que se gana. Sin embargo, el presente requisito precisa del 
examen del caso concreto, lejano a la idea que debe tenerse un gran caudal 
patrimonial para incurrir en prodigalidad.

22 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 420-425.
23 	Véase: Tobías, ob. cit., p. 97, cita a México, Uruguay y Bolivia. Norteamérica parece seguir la misma 

orientación.
24 	Véase referencia en: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 421 y 422, notas 324 a 326.
25 	Véase: Aramburo, ob. cit., pp. 181 y 182, se pregunta ¿acaso no hay más intereses que los fami-

liares? ¿Por ventura no reclama el interés público el empleo racional de los bienes materiales? 
¿No resultan perjudicadas más entidades, con los efectos de la prodigalidad, que las personas que 
constituyen la familia, o aquellas que están ligadas con el pródigo por alguna relación jurídica? 
¿Es que acaso no hay más deberes que los puramente individuales?. 

26 	Véase: ibid., pp. 179 y 180
27 	Véase: Von Thur, ob. cit., p. 61; De Apalatequi y Ocejo, ob. cit., p. 17.
28 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 433-441; Aguilar Gorrondona, Derecho…, 2010, p. 386; 

La Roche, ob. cit., p. 225; Binstock, La protección civil…, p. 32; Prieto Cobos y Prieto De Pedro, ob. 
cit., p. 3.

29 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 433-435.
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Adicionalmente los gastos precisan ser injustificados en el sentido de no 
existe razón alguna que lo amerite. Se colocan ejemplos simples que los gastos 
médicos o de estudio estarían justificados. Sin embargo, el presente requisito 
podría ser el más difícil de precisar pues la necesidad o justificación de un gas-
to aunque parezca prescindible dependerá del caso concreto. Ciertamente los 
gastos son tan variados como la justificación, y así la afición por la recolección 
también puede ser discutible especialmente si es vista como una proyección 
de inversión. Hay casos evidentes que no admiten justificación y que lindan 
con la afección mental como el jugador compulsivo que ni siquiera ingresa 
bienes a su haber. También debe aclararse que aunque pueda tener una jus-
tificación social por ir en perjuicio de sí mismo, también es pródigo quien 
destina todos sus ingresos a obras benéficas30. Para Carbonnier entran en esta 
especie de gastos injustificados las adquisiciones desmedidamente lujosas y 
las construcciones extravagantes31. En todo caso se admite que la justificación 
de los gastos constituye una de las mayores dificultades de la precisión de 
la prodigalidad que deberá ser precisa según las circunstancias del caso con-
creto y que ciertamente vendrá marcada por factores sociales y personales32. 
La conducta pródiga puede devenir no solo en acciones sino en omisiones33.

Finalmente, los gastos deben ser habituales34, pues recordemos que la pro-
digalidad es una “conducta” y ello trae implícito la idea de actos reiterados, 
esto es no aislados. Sin embargo, excepcionalmente admite la doctrina que un 
solo gasto podría ser tan extremo que precise de la incapacitación35. Se alude 
a una conducta creadora de un riesgo, para denotar que no es suficiente actos 
aislados36. Tal vez el requisito de la habitualidad dificulta la incapacitación 
porque numerosos gastos pueden haber mermado el caudal del sujeto. Se 
trata en acertada expresión de Cabanellas de un “mal de diagnóstico tardío 
y de curación casi imposible, por falta de convalecencia experimental...”37. De 

30 	Véase: Albaladejo, ob. cit., p. 284; Moro Almaraz y Sánchez Cid, ob. cit., pp. 131 y 132: 
31 	Carbonnier, ob. cit., p. 620.
32 	Véase: Incapacidad absoluta y relativa de hecho. Inhabilitación de los pródigos y de los que hacen 

uso habitual de estupefacientes. Segundo Congreso Nacional de Derecho Civil. Actas, Universidad 
Nacional de Córdoba, 1939, http:// www.acaderc.org.ar/biblioteca/biblioteca-virtual/actassegundo-
congreso.pdf “Independientemente de la dificultad de orden práctico para precisar el contenido 
y el alcance de la prodigalidad, porque en cada una de las situaciones a considerar, concurren 
factores especiales que diversifican los casos, parece exacto que la disipación de la riqueza se 
vincula a factores económicos y a factores étnicos que contribuyen a fijar la idiosincrasia de los 
distintos pueblos”.

33 	Véase: Escobar de la Riva, ob. cit., p. 45; Carrión Olmos, Prodigalidad…, pp. 243 y 244.
34 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 438-441; Castán Tobeñas, ob. cit., p. 218; Binstock, La 

protección civil…, p. 32; Grimaldi de Caldera y Bilbao de Romer, ob. cit., p. 62; Calaza López, ob. cit., 
p. 322.

35 	Véase: Binstock, La protección civil…, p. 32; Ghersi, ob. cit., p. 135.
36 	Fernández Martín-Granizo, ob. cit., p. 47.
37 	Cabanellas, Guillermo: Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Buenos Aires, edit. Heliasta 

SRL, 15ª edic., 1982, T. VI, p. 443, agrega: “…peor es nada, porque si del náufrago no cabe rescatar 
la nave, al menos resulta consolador salvar a los náufragos y algunos de sus efectos”.
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allí que probablemente la escasa incidencia práctica que pudiera presentar 
esta causa de incapacitación38.

3. Legitimación39

En cuanto a la legitimación pasiva, esto es los sujetos que pueden ser decla-
rados inhabilitados, simplemente serán los mayores de edad, el régimen de 
asistencia que lo caracteriza no justifica su extensión a alguna categoría de 
menores de edad.

Respecto a la legitimación activa, a saber, los sujetos que pueden solicitar 
la incapacitación absoluta, prevé el artículo 409 CC que pueden solicitar la 
inhabilitación “los mismos que tienen derecho a pedir la interdicción”, pero 
debe excluirse de ello al Juez, toda vez que el art. 740 del CPC dispone que 
“no podrá procederse de oficio”. Ello en atención que la causa no se considera 
de tanta magnitud para justificar la actuación oficiosa del Juez, no obstante 
subsistir el interés social o colectivo que se evidencia con la legitimación del 
Síndico procurador municipal o Fiscal del Ministerio Público.

4. Procedimiento40

De conformidad con el citado artículo 740 CPC “en la inhabilitación se seguirá 
el mismo procedimiento que para la interdicción, salvo que no podrá procederse 
de oficio ni podrá decretarse la inhabilitación provisional”. De tal suerte que 
el procedimiento referido respecto a la interdicción rige en el caso que nos 
ocupa, salvo que no tiene lugar la inhabilitación provisional. El Legislador no 
consideró pertinente la inhabilitación provisional41 por no mediar gravedad, 
no obstante ciertamente serán procedentes de cumplirse los requisitos de ley, 
las medidas cautelares pertinentes a fin de garantizar la protección patrimo-
nial del presunto incapaz, pues poco sentido tendría por ejemplo culminar un 
proceso por prodigalidad en cuyo ínterin se terminó de gastar el patrimonio. 
Sigue teniendo sentido sin embargo el sumario porque al final del mismo el 

38 	Véase en este sentido investigaciones de campo que reseñan una ínfima incidencia práctica de 
la prodigalidad (solo se encontró un expediente en curso en el Juzgado Duodécimo de Primera 
Instancia Civil del Área Metropolitana de Caracas), referidas en: Domínguez Guillén, Ensayos…, 
p. 441, nota 395. Véase en una búsqueda electrónica declaratoria sin lugar de inhabilitación por 
prodigalidad y respectivo recurso de casación: Juzgado Superior Noveno en lo Civil, Mercantil y 
del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, Sent. 3-3-10, Exp. 
8306, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2010/marzo/2146-3-8306-.html ; TSJ/SCC, Sent. Nº 000493 del 
9-11-10, http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scc/noviembre/rc.000493-91110-2010-10-242.html “No 
basta con señalar que la parte actora promovió como prueba de la prodigalidad del demandado 
la venta de cuatro propiedades, derechos y automóviles a precios inferiores al valor corriente en 
el mercado y que tales ventas no fueron valoradas y analizadas por el juez, …concluyendo de esta 
manera que no existe prodigalidad por parte del sujeto pasivo de la relación procesal en razón de 
la falta de prueba fehaciente que demuestre el dispendio excesivo y desproporcionado llevado a 
cabo por este último…”. Véase también: TSJ/SCC, Sent. 00464 del 26-6-07,  (así como no ha lugar 
solicitud de revisión: TSJ/SConst., Sent. Nº 874 del 8-6-11.

39 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 441-443.
40 	Véase: ibid., pp. 443-448.
41 	Véase sin embargo, decretando interdicción provisional en un juicio iniciado por inhabilitación 

(lo cual es procedente dada la facultad de iniciar procedimiento de oficio dado el carácter de orden 
público y gravedad del mismo): EC2ICMB, Sent. 17-2-10, Exp. 53.195 http://amazonas.tsj.gov.ve/
decisiones/2010/febrero/722-17-53.195-53.195.html.



416 María Candelaria Domínguez Guillén

Juzgador pudiera considerar que no hay elementos para seguir al plenario 
y da por terminado el procedimiento. De allí que ambos procesos presenten 
diferencias42, aunque comparten mayores semejanzas.

Sigue siendo vital si se trata de afección mental la experticia médica so pena 
de reposición43. Por otra parte, reiteramos que de ser la causa de la incapacita-
ción relativa la prodigalidad, no presenta sentido útil la experticia médica sino 
la efectiva prueba de los gastos desproporcionados, injustificados y habituales.

Una vez culminado el plenario, existen tres opciones: declarar con lugar 
la inhabilitación44, declarar sin lugar la inhabilitación o declarar con lugar 
la interdicción si el proceso se inició por afección mental y el Juzgador con-
sidera que el régimen de la incapacitación relativa es insuficiente para las 
necesidades del incapaz45.

Recordemos que la respectiva sentencia ha de ser registrada46, publicada por 
la prensa47 y objeto de consulta48 a tenor del artículo 736 del CPC. Igualmente 
la posibilidad de casación se supedita al ejercicio recurso de apelación y no 
a la mera consulta49. 

42 	Véase: AMCSFM2, Sent. 1-7-96, J.R.G., T. 139, pp. 67 y 68.
43 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado 

Yaracuy, Sent. 15-4-11, Exp. 5847, http://miranda.tsj.gov.ve/decisiones/2011/abril/1428-15-5847-.
html “el juez de cognición no designó a ningún facultativo para evaluara el estado mental del 
ciudadano Silverio Rea Acosta, lo cual constituye un aspecto fundamental dentro de la investiga-
ción para decretar la inhabilitación de un ciudadano. Considera quien juzga que es descabellado 
decretar la inhabilitación civil de un ciudadano que en principio goza del ejercicio de todos sus 
derechos civiles sin la evaluación médica pertinente, el cual es un requisito sine qua non e inelu-
dible; motivo por el cual, quien suscribe considera que fue omitido un aspecto primordial dentro 
de la averiguación, lo cual constituye una flagrante violación del orden público, pues, se relajó un 
aspecto procedimental, el cual no podía ser omitido y que no puede convalidar esta alzada. Así 
se decide… Se declara la reposición…”.

44 	Véase declarando inhabilitación por autismo moderado y nombrando curador: Juzgado Cuarto de 
Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Zu-
lia, Sent. 29-7-16, Exp. 14.152, http://zulia.tsj.gob.ve/DECISIONES/2016/JULIO/515-29-14.152.-50.
HTML 

45 	Véase: Juzgado Tercero de los Municipios Cabimas, Santa Rita y Simón Bolívar de la Cir-
cunscripción Judicial del Estado Zulia, Sent. 1-4-11. http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
abril/489-1-5820-86.html (del mismo tribunal Sent. 11-2-11,http://falcon.tsj.gov.ve/decisiones/2011/
febrero/490-11-1024-39-2011.html); Juzgado de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Agrario 
de la Circunscripción Judicial del Estado Táchira, Sent. 10-1-08, Exp. 7093/2007, http://sucre.tsj.
gov.ve/decisiones/2008/enero/1331-10-7093-.html “...Que tiene una enfermedad mental, que es 
parcialmente autista …Y por cuanto de acuerdo al criterio medico expuesto, en conformidad con 
las probanzas traídas a los autos, adminiculado con el interrogatorio que hizo la Juez del Impu-
tado de Inhabilitación, concluye este Tribunal que lo procedente es decretar la Interdicción del 
ciudadano…”.

46 	Véase: LORC, art. 3, numeral 7; CC, art. 414; Reglamento…, art. 85.
47 	Véase: CC, art. 415.
48 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del 

Estado Zulia, Sent. 3-3-11, http://jca.tsj.gov.ve/decisiones/2011/marzo/533-3-1117-11-23-08-11.html 
“este Tribunal Superior conociendo en consulta el procedimiento de inhabilitación in examine, ha 
de declarar en la dispositiva que corresponda, que la inhabilitación impetrada ante la jurisdicción 
fue tramitada de manera conteste con la normativa …En consecuencia, de esta manera queda 
ratificado lo decidido en el fallo consultado”.

49 	Véase: CSJ/SCC, Sent. 15-5-96, J.P.T., CSJ mayo 96, pp. 285 y 286; TSJ, Cas. Civil, Sent. N° 00333 
del 23-7-03, J.R.G., T. 201, pp. 569-571; Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 386-388.
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5. Efectos50

5.1. No se pierde el autogobierno
El inhabilitado conserva su autogobierno, por lo que a diferencia del entre-
dicho tiene el libre gobierno de su persona y no está sometido a la potestad 
de otro. Su limitación afecta relativamente el ámbito estrictamente de la ca-
pacidad. La diferencia se justifica en razón del discernimiento que conserva 
el inhabilitado, razón por la cual puede realizar actos personalísimos y tiene 
capacidad delictual según el artículo 1186 CC.

5.2. Limitación de la capacidad negocial y procesal
Dispone el artículo 409 del CC: “El débil de entendimiento cuyo estado no sea 
tan grave que dé lugar a la interdicción, y el pródigo, podrán ser declarados por 
el Juez de Primera Instancia inhábiles para estar en juicio, celebrar transaccio-
nes dar ni tomar a préstamo, percibir sus créditos, dar liberaciones, enajenar o 
gravar sus bienes, o para ejecutar cualquiera otro acto que exceda de la simple 
administración, sin la asistencia de un curador que nombrará dicho Juez de la 
misma manera que da tutor a los menores. La prohibición podrá extenderse 
hasta no permitir actos de simple administración sin la intervención del cura-
dor, cuando sea necesaria esta medida…”.

De la citada disposición se deriva la limitación de la capacidad negocial y 
procesal del inhabilitado; éste no podrá realizar en principio actos que excedan 
la simple administración, esto es, actos de disposición (que suponen riesgo a 
su patrimonio) sin la asistencia del curador. Pero la norma permite extender 
la asistencia inclusive para actos de simple administración, lo que precisa a 
nuestro criterio de pronunciamiento expreso.51 De no existir pronunciamiento 
expreso en atención a las circunstancias, ha de entenderse según refiere la 
norma, la asistencia limitada a los actos de disposición. Por ello, se afirma 
que la incapacidad puede ser graduada por el Juez.52

Por su parte, en cuanto a la capacidad procesal se precisa a tenor de la 
citada norma, la asistencia del curador para “estar en juicio”, por lo que dado 
el carácter estricto de las normas en juego ello no se extiende a los actos de 
jurisdicción voluntaria, a diferencia del menor emancipado que sí lo exige 
expresamente la respectiva norma (art. 383 CC).

No puede efectuar donaciones salvo el caso anterior o de que se trate de 
donaciones manuales o remuneratorias (art. 1.435 CC).

50 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos.., pp. 448-451. 
51 	De allí que nos mostramos en descuerdo con una decisión que repone la causa porque no se 

expresó la extensión de la inhabilitación (Véase; AMCSCMT1, Sent. 21-9-01, J.R.G., T. 180, pp. 17 
y 18).

52 	La Roche, ob. cit., p. 225; Dominici, ob. cit., pp. 528 y 529, la inhabilitación puede ser general ó 
parcial: una persona puede ser inhabilitada para enajenar, gravar e hipotecar sus bienes, permi-
tiéndosele todos los demás actos de administración; otra persona puede serlo en general de todo 
acto que exceda de la mera administración, y aún privársele esta misma. Todo dependerá de 
las circunstancias particulares del caso, que incumbe al Juez apreciar; De Freitas de Gouveia, La 
autonomía…, p. 174, el sujeto queda sometido a un régimen de curatela, conserva el gobierno de 
sí y precisa asistencia del curador para actos de disposición. 
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En cuanto a la celebración de capitulaciones matrimoniales y donación 
con ocasión del matrimonio se requiere intervención del curador: Dispone 
el art. 147 CC: «Para la validez de las convenciones matrimoniales y de las 
donaciones hechas con motivo del matrimonio, por quien esté inhabilitado, 
o se le esté siguiendo juicio de inhabilitación, es necesaria la asistencia y 
aprobación del curador que tenga, o del que se nombre al efecto si no se le 
hubiere nombrado; además deben ser aprobadas con el Juez con conocimiento 
de causa.»

– Para aceptar donaciones sujetas a carga o condición requiere consen-
timiento del curador. (art. 1.442 CC). Para el caso de las donaciones simples, 
en principio, no será necesario porque éstas no ponen en riesgo el patrimonio 
del inhabilitado pues se consideran actos de simple administración.

– Para aceptación de herencias se requiere consentimiento del curador y 
la aceptación ha de ser como es lógico a beneficio de inventario. En caso de 
negativa del curador el inhabilitado puede solicitar autorización judicial (art. 
999 CC). 

– Puede disponer por testamento. (art. 837 CC) y puede realizar actos 
personalísimos como contraer matrimonio53, reconocer hijos54, efectuar 
contratos de trabajo55, toda vez que el inhabilitado tiene discernimiento o 
éste no resulta sustancialmente comprometido.

5.3. Sometimiento a un régimen de curatela, esto es para los actos negociales 
y procesales en que ello sea necesario, indicados supra, el inhabilitado precisa 
complementar su incapacidad con la asistencia o actuación conjunta del cu-
rador. Es de recordar que en tal caso la actuación del curador es simultánea 
al acto y el inhabilitado mantiene la iniciativa del mismo.

El citado artículo 409 CC refiere impropiamente que el curador se nombrará 
de la misma forma se nombra conforme a las normas de delación del tutor 
ordinario de menores, siendo que la remisión debió ser a las normas de dela-
ción de la tutela de entredichos en que la prioridad recae a cargo del cónyuge. 
En todo caso, debe permitírsele al inhabilitado dado su discernimiento una 
participación activa en el nombramiento del curador, así como ocurre con el 
menor emancipado según prevé el artículo 383 del CC56.

5.4. Los actos que realice el inhabilitado sin la asistencia del curador están 
viciados de nulidad relativa: el artículo 411 del CC consagra que los actos 
realizados en contravención con la normativa de la curatela de inhabilitados 
están viciados de nulidad relativa: “ La anulación de los actos ejecutados por 
el inhabilitado sin asistencia del curador, no podrá intentarse sino por éste, 
por el mismo inhabilitado o por sus herederos o causahabientes.” Esto pues es 
de recordar que sólo el incapaz puede hacer valer a su favor la incapacidad 

53 	Véase: Domínguez Guillén, Manual de Derecho de Familia…., p. 71.
54 	Véase: ibid., pp. 322 y 323.
55 	Véase: Domínguez Guillén, La capacidad laboral de los incapaces de obrar…, pp. 335-338.
56 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, p. 451; De Freitas de Gouveia, La autonomía…, p. 174.
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pues ésta existe en su protección. Se afirma que los actos anteriores no se 
ven afectados por la inhabilitación pero aclara que ello no es óbice para su 
nulidad por otra causa57.

6. Revocación58

Dispone el art. 412 CC: “La inhabilitación se revocará como la interdicción, 
cuando haya cesado la causa que la motivo”. Agrega el art. 741 CPC: “La revo-
catoria de la inhabilitación se tramitará conforme a lo previsto en el art. 739”. 
Tendrá lugar pues, mediante una articulación probatoria en la que según 
indicamos no es factible oponerse a la reintegración de la capacidad59. Y la 
decisión se consultará con el Superior60 de conformidad con los arts. 739 y 
736 iusdem, y será objeto de registro y publicidad61. 

La cesación de la causa será más sencilla en caso de afección mental porque 
un dictamen médico será determinante62, pero debe admitirse mutatis mutandi 
la cesación de prodigalidad en el sentido que no aprecian hechos positivos que 
continúen denotando la misma. Lo contrario haría nugatorio la revocatoria 
por dicha causa. La incapacitación puede tener carácter temporal63.

7. Referencia a la derogada “inhabilitación legal”64

Nuestro ordenamiento consagraba en el artículo 410 del CC65 respecto del 
ciego de nacimiento o durante la infancia y del sordomudo la figura de la inha-
57 	Véase: Sanojo, ob. cit., p. 313, podrá comprobarse dolo y anularse por lo tanto el acto; pero ya 

entonces la nulidad no proviene del estado de quien luego fue declarado inhábil.
58 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 452 y 453.
59 	Véase supra XXI.1.5.
60 	Véase: Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Bancario, de Tránsito y de Protección del Niño y 

del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, Sent. 5-4-06, Exp. 15.777 http://
aragua.tsj.gov.ve/decisiones/2006/abril/199-5-15.777-.html “la ley otorga la posibilidad de que se 
revoque la inhabilitación cuando la causa que la motivó ha cesado; es por lo que considera esta 
alzada, que al evidenciarse según el informe médico que el ciudadano ….se encuentra en condicio-
nes normales de ejercer sus derechos y defensas, incorporándose de esta manera nuevamente a 
su vida cotidiana, es deber del Juzgador de revocar dicha decisión y en consecuencia esta Alzada, 
confirma la decisión dictada por el Tribunal de Primera Instancia…”.

61 	Véase: CC, arts. 414 y 415, LORC, art. 3, num 7; Reglamento…, art. 86.
62 	Véase: Marín Echeverría, ob. cit., p. 205, el que desaparezcan las causas generadoras de la debili-

dad de entendimiento máxime cuando cada vez la ciencia aporta nuevos medios terapéuticos de 
tratamiento de estas enfermedades de mayor eficacia.

63 	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario del Segun-
do Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Portuguesa, Sent. 17-5-06, Exp. C-463, http://
lara.tsj.gov.ve/decisiones/2006/mayo/1141-17-C-463-DEFINITIVA.html y del mismo Tribunal, Sent. 
16-11-09, Exp. C-2009-000449 http://portuguesa.tsj.gov.ve/decisiones/2009/noviembre/1141-16-C-
2009-000449-C-2009-000449.html frente a un trámite de inhabilitación cuyo análisis en base a 
las probanzas producidas con las actas debe tener carácter temporal y no definitivo, toda vez que 
correrá la suerte del grado de evolución o mejoría que el paciente refleje; Calaza López, ob. cit., 
p. 335, habrá de sustentarse en la desaparición, minoración o mitigación de las manifestaciones 
típicas de una conducta habitual y compulsiva tendente al gasto desproporcionado.

64 	Véase sobre tal aspecto: Domínguez Guillén, María Candelaria: La derogatoria de la inhabilitación 
legal. En: Revista de Derecho Nº 26, Caracas, Tribunal Supremo de Justicia, 2008, pp. 223-249; 
Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 473-487.

65 	“El sordomudo, el ciego de nacimiento, o el que hubiere cegado durante la infancia, llegados a la 
mayor edad, quedarán sometidos de derecho a la misma incapacidad, a menos que el Tribunal los 
haya declarado hábiles para manejar sus negocios.”
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bilitación legal o de derecho que no requería procedimiento judicial sino que 
operaba de derecho por el solo efecto de la ley una vez llegada la mayoridad. 
Tales personas podían pedir la habilitación ante el Juez para tener capacidad 
plena; caso contrario estaban sometidos al mismo régimen que el inhabilitado 
judicial y precisaban la asistencia de un curador.

La inhabilitación legal fue derogada por la Ley para las personas con dis-
capacidad66 por lo que tales discapacidades sensoriales no constituyen en 
nuestro ordenamiento actual causa de incapacidad. Y dado el carácter taxativo 
de las causas de incapacitación es enteramente improcedente pretender una 
incapacitación por las mismas67.

El sistema anterior permitía al ciego de nacimiento o desde su infancia y 
al sordomudo solicitar la nulidad del acto realizado sin la debida asistencia, 
situación que ya no es factible dada la plena capacidad que le atribuye la citada 
derogatoria, la cual no se presenta como un avance en materia de protección a 
tales personas, pues sólo el interesado tenía el poder de demandar la nulidad 
existente en su único favor; de no hacerlo el acto era perfectamente válido68. 
Ese era el simple efecto práctico en que se revertía la incapacidad legal, pues 
por lo demás aplicaba el mismo régimen del inhabilitado judicial, quien tiene 
autogobierno y discernimiento. Pero algunas causas de incapacidad son pro-
blema de política legislativa y en nuestro ordenamiento, las discapacidades 
físicas o sensoriales no se incluyen ya en causas restrictivas de la capacidad 
de obrar. Solo la discapacidad mental o intelectual puede propiciar una inca-
pacitación bien sea absoluta o relativa.

66 	Véase: GO Nº 38.598 del 5 de enero de 2007. Disposición derogatoria Primera: “Se deroga el artículo 
410 del Código Civil vigente, y cualquier disposición de carácter legal que colide con la presente 
ley”; Graterón Garrido, ob. cit., p. 165, nota 6.

67 	Véase: Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial 
del Estado Monagas, Sent. 20-10-08, Exp. 12.443, http:// http://vargas.tsj.gov.ve/decisiones/2008/
octubre/1698-20-12443-.html “no se encuentran llenos los extremos exigidos por la norma con-
tenida en el artículo 409 del Código Civil para decretar la INHABILITACIÓN de la ciudadana…, 
por cuanto ésta no se encuentra inmersa en ninguno de los casos a que se refiere la norma citada 
ut supra, vale decir, débil de entendimiento ni pródigo, aun y cuando padezca de Sordomudez 
Congénita y Luxación Inveterada de la cadera derecha, al haber sido derogado el artículo 410 del 
Código Civil, tal condición no la incapacita para ejercer sus negocios e intereses, más aun con la 
entrada en vigencia de la Ley Para Personas con Discapacidad…”.

68 	Véase: Domínguez Guillén, Ensayos…, pp. 484 y 485.


